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OPINIÓN   JURÍDICA 

 

Silao de la Victoria, Guanajuato, 30 treinta de junio de 2025 dos mil 

veinticinco. 

En seguimiento a la iniciativa con proyecto de decreto, por la cual 

se propone expedir la Ley para la Celebración de Espectáculos 

Públicos en el Estado de Guanajuato y sus Municipios, se señala lo 

siguiente: 

I. MARCO LEGAL 

ÚNICO. Atribución para emitir opiniones jurídicas. El Pleno del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de 

conformidad con la atribución consagrada en la fracción XVI del 

artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Guanajuato (en adelante la Ley Orgánica del Tribunal) está 

facultado para emitir opinión jurídica de iniciativas o proyectos sobre 

ordenamientos administrativos, a petición del Ejecutivo o del Congreso 

del Estado, que sean considerados para efectos de iniciativa. 

En atención a lo anterior, los comentarios que integran el presente 

documento solo constituyen la opinión jurídica de este Órgano 

Jurisdiccional, en función de los alcances y efectos que se pretenden 

dar a la iniciativa. 
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II. ANTECEDENTES 

PRIMERO. Recepción de solicitud para opinión jurídica. El 9 de junio 

de 2025, se tuvo por recibida la Iniciativa –referida en el proemio del 

presente– en la Secretaría General de Acuerdos, para efecto de 

opinión jurídica de este Tribunal.  

SEGUNDO. Despacho de la correspondencia del Tribunal. Con 

fundamento en el artículo 27 fracción VII, de la Ley Orgánica del 

Tribunal, por parte de la Secretaría General de Acuerdos de dicho 

Órgano de Justicia, se listó como asunto general la petición referida en 

el punto que antecede para los efectos conducentes. 

TERCERO. Vista al Pleno del Tribunal. Posteriormente, en la Sesión 

Ordinaria número 22, celebrada el 12 doce de junio del año 2025 dos 

mil veinticinco, se dio cuenta al Pleno del Tribunal, y se remitió un tanto 

de la Iniciativa a los Magistrados que lo integran, para efecto de 

recabar sus consideraciones, y posteriormente conformar la opinión 

jurídica respectiva. Lo anterior con fundamento en lo previsto por el 

artículo 27 fracción XI, de la Ley Orgánica del Tribunal. 

Por lo que, una vez conjuntados los comentarios vertidos por las 

Magistradas y Magistrados de cada una de las Salas de este Órgano 

de Justicia, mediante Sesión Ordinaria de Pleno número 24, celebrada 

el 26 veintiséis de junio de 2025 dos mil veinticinco, se aprobó este 

documento en los términos que más adelante se detallan; en 

consecuencia se conformó la actual opinión jurídica. 
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En atención a lo anterior el Pleno, por conducto de la Presidencia 

de este Órgano de Justicia, procede en forma respetuosa a emitir 

opinión jurídica sobre la iniciativa presentada por el grupo 

parlamentario del «Partido Revolucionario Institucional», a efecto de 

expedir la Ley para la Celebración de Espectáculos Públicos en el 

Estado de Guanajuato y sus Municipios. 

III. COMENTARIO GENERAL SOBRE LA VIABILIDAD DE LA PROPUESTA. 

La iniciativa para expedir la Ley para la Celebración de 

Espectáculos Públicos en el Estado de Guanajuato y sus Municipios 

parte de una intención valiosa y pertinente: dotar al Estado de un 

marco jurídico más actualizado, ordenado y homogéneo para regular 

eventos de alta concurrencia que conllevan implicaciones de 

seguridad, protección civil y derechos de los asistentes.  

Desde esa óptica, el esfuerzo por legislar de manera integral temas 

como aforos, permisos, medidas de seguridad, seguros, protocolos de 

actuación y sanciones, resulta técnicamente relevante y puede 

enriquecer la capacidad de planeación y supervisión de autoridades 

estatales y municipales.  

En particular, será importante analizar la delimitación de 

competencias entre el Estado y los Municipios, el alcance de las 

disposiciones que podrían afectar la organización de espectáculos 

con participación extranjera, y las consecuencias jurídicas de las 

obligaciones que se imponen tanto a organizadores como a 

autoridades supervisoras. Lo anterior con el fin de que la futura norma 
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cumpla su objetivo sin vulnerar principios constitucionales ni generar 

efectos adversos no deseados. 

 

IV. CONTENIDO DE LA INICIATIVA 

La iniciativa de ley en cita plantea la regulación de los espectáculos 

públicos como:  

A) Las actividades deportivas, en las que se debe garantizar la 

participación de jugadores mexicanos, como parte medular y donde 

se paga un boleto por ver un espectáculo de calidad y bajo 

condiciones de seguridad de los asistentes y participantes;  

B) Los eventos taurinos;  

C) El desarrollo de actividades circenses, en las que no se deba utilizar 

animales, por estar prohibido;  

D) Los conciertos musicales masivos, o no masivos, obras teatrales, 

artísticas, culturales y recreativas en los que exista la posibilidad de que 

se realice la apología del delito, o bien, se rinda culto a personajes que 

es del conocimiento público están ligados al crimen organizado a 

través de canciones, “corridos”, “corridos tumbados”, videos, 

fotografías, ropa impresa o cualquier otra expresión musical o artística 

de las referenciadas, las que deben ser prohibidas por esta ley 

propuesta y aplicar sanciones severas, en su caso; 



 

5 

 

E) El uso de juegos mecánicos, puesto que los accidentes que ocurren 

en las ferias o festividades patronales derivados del uso de juegos 

mecánicos en mal estado o carentes de certificaciones de seguridad 

y de un seguro de responsabilidad objetiva, así como explosiones 

producidas o que tienen como fuente el uso pólvora a través de 

artefactos pirotécnicos o quemaduras por sustancias hirvientes y 

explosiones por gas provenientes de los negocios de venta de comida 

preparada que utilizan combustibles peligrosos que tienen las mismas 

carencias, y que al momento de producirse un accidente el propietario 

o titular del permiso no asume la responsabilidad de enfrentar de 

inmediato el evento cubriendo gastos por daños, lesiones o la 

indemnización por el fallecimiento de personas, y que no en pocas 

ocasiones son los familiares, el estado o los Municipios quienes terminan 

solventando dichos gastos, lo cual no es posible seguir permitiendo;  

F) Y, las fiestas tradicionales o patronales, en las que se debe regular el 

uso de artefactos de pirotecnia, dejando al Ayuntamiento dicha 

facultad y donde debe prevalecer la seguridad de los asistentes, 

máxime las condiciones actuales de inseguridad que vive el país y el 

estado de Guanajuato, para lo cual el Municipio puede solicitar el 

apoyo, con sustento legal como el propuesto, para las dependencias 

de seguridad pública estatales y federales, con fin de garantizar el 

buen orden y la paz social. 

 

V. COMENTARIOS PARTICULARES. 
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❖Competencia Municipal y el Respeto de la Autonomía 

Constitucional: 

Consideramos que es un acierto de la iniciativa que se construya 

un marco general para la regulación de espectáculos públicos que 

permita brindar mayor certeza jurídica, seguridad para los asistentes y 

claridad en la actuación de las autoridades.  

Sin embargo, se considera importante reflexionar sobre la 

necesidad de asegurar que el diseño normativo no implique una 

posible invasión a la esfera competencial de los municipios, 

especialmente en lo relativo a su facultad reglamentaria y su 

capacidad para regular aspectos concretos de la vida pública local, 

conforme al artículo 115 de la Constitución Federal y al artículo 117 de 

la Constitución del Estado de Guanajuato. Si bien la iniciativa 

reconoce en algunos artículos la intervención de los ayuntamientos, 

también contempla disposiciones muy específicas que parecen 

asumir directamente funciones que, por su naturaleza, corresponden 

al orden municipal. Esto podría generar tensiones normativas e incluso 

vulnerar el principio de autonomía municipal. 

En este sentido, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 

señalado —en criterios como las jurisprudencias P./J. 132/20051 y P./J. 

 
1 Del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Tomo XXII, octubre de 2005, página 2069, de rubro y texto: MUNICIPIOS. 

CONTENIDO Y ALCANCE DE SU FACULTAD REGLAMENTARIA. A raíz de la reforma constitucional de 1999 

se amplió la esfera competencial de los Municipios en lo relativo a su facultad reglamentaria en los 

temas a que se refiere el segundo párrafo de la fracción II del artículo 115 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos; derivado de aquélla, los Ayuntamientos pueden expedir dos tipos 

de normas reglamentarias: a) el reglamento tradicional de detalle de las normas, que funciona 

similarmente a los derivados de la fracción I del artículo 89 de la Constitución Federal y de los 
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45/20112— que si bien los Estados pueden emitir leyes generales en 

materia municipal, éstas deben centrarse en establecer únicamente 

las bases generales, sin intervenir en aspectos propios de cada 

municipio. Las competencias específicas —como la emisión de 

permisos, definición de aforos, horarios, tipos de espectáculos 

 
expedidos por los Gobernadores de los Estados, en los cuales la extensión normativa y su capacidad 

de innovación está limitada, pues el principio de subordinación jerárquica exige que el reglamento 

esté precedido por una ley cuyas disposiciones desarrolle, complemente o pormenorice y en las que 

encuentre su justificación y medida; y b) los reglamentos derivados de la fracción II del artículo 115 

constitucional, que tienen una mayor extensión normativa, ya que los Municipios, respetando las bases 

generales establecidas por las legislaturas, pueden regular con autonomía aquellos aspectos 

específicos de la vida municipal en el ámbito de sus competencias, lo cual les permite adoptar una 

variedad de formas adecuadas para regular su vida interna, tanto en lo referente a su organización 

administrativa y sus competencias constitucionales exclusivas, como en la relación con sus 

gobernados, atendiendo a las características sociales, económicas, biogeográficas, poblacionales, 

culturales y urbanísticas, entre otras, pues los Municipios deben ser iguales en lo que es consustancial 

a todos -lo cual se logra con la emisión de las bases generales que emite la Legislatura del Estado-, 

pero tienen el derecho, derivado de la Constitución Federal de ser distintos en lo que es propio de 

cada uno de ellos, extremo que se consigue a través de la facultad normativa exclusiva que les 

confiere la citada fracción II. 

2 Del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta. Libro I, Octubre de 2011, Tomo 1, página 302, de rubro y texto: REGLAMENTOS 

MUNICIPALES Y LEYES ESTATALES EN MATERIA MUNICIPAL. SU EXTENSIÓN NORMATIVA LEGÍTIMA. Para 

precisar la extensión normativa legítima de cada una de las fuentes normativas contempladas en la  

fracción II del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, deben 

considerarse varios puntos: 1. La regulación de aspectos generales en las leyes estatales en materia 

municipal debe tener por objeto únicamente establecer un marco normativo homogéneo -adjetivo 

y sustantivo- para los Municipios de un Estado. Estas leyes deben incorporar el caudal normativo 

indispensable para asegurar el funcionamiento del Municipio, únicamente sobre aspectos que 

requieran dicha uniformidad; 2. Debe tomarse en cuenta que la competencia reglamentaria del 

Municipio le garantiza una facultad exclusiva para regular los aspectos medulares de su propio 

desarrollo; 3. Es inaceptable que, con apoyo en la facultad legislativa con que cuenta el Estado para 

regular la materia municipal, intervenga en cuestiones específicas de cada Municipio, que le están 

constitucionalmente reservadas a este último, pues las bases generales de la administración pública 

municipal no pueden tener, en otras palabras, una extensión temática que anule la facultad del 

Municipio para reglamentar sus cuestiones específicas. En consecuencia, queda para el ámbito 

reglamentario, como facultad exclusiva de los Ayuntamientos, lo relativo a policía y gobierno, 

organización y funcionamiento interno, administración pública municipal, así como emitir normas 

sustantivas y adjetivas en las materias de su competencia exclusiva, a través de bandos, reglamentos, 

circulares y demás disposiciones de carácter general, en todo lo que concierne a cuestiones 

específicas de cada Municipio; y 4. Las leyes estatales en materia municipal derivadas del artículo 

115, fracción II, inciso a), constitucional, esto es, las encargadas de sentar "las bases generales de la 

administración pública municipal", comprenden esencialmente aquellas normas indispensables para 

el funcionamiento regular del Municipio; del Ayuntamiento como su órgano de gobierno y de su 

administración pública; las normas relativas al procedimiento administrativo, conforme a los principios 

que se enuncian en los incisos incluidos en la reforma de 1999, así como la regulación de los aspectos 

de las funciones y los servicios públicos municipales que requieren uniformidad, para efectos de la 

posible convivencia y orden entre los Municipios de un mismo Estado. 

about:blank
about:blank
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permitidos o régimen sancionatorio local— deben permanecer dentro 

del ámbito normativo municipal, conforme a su realidad social, 

cultural y urbana. El principio de subsidiariedad también refuerza esta 

idea, al indicar que las decisiones deben tomarse en el nivel más 

cercano al ciudadano. 

Además de lo anterior, la iniciativa contempla obligaciones 

directas para los ayuntamientos —como estructuras orgánicas, 

personal capacitado, procedimientos administrativos, y cargas 

operativas adicionales— que podrían generar efectos prácticos 

importantes en su funcionamiento cotidiano. Por ello, sería 

recomendable considerar si algunos aspectos podrían abordarse 

desde una ley marco menos prescriptiva, que reconozca y respete la 

normativa ya vigente en los municipios (como sus bandos y 

reglamentos), evitando una posible sobrerregulación o conflictos 

normativos innecesarios, todo ello conforme a la cooperación 

intergubernamental y respeto al municipio libre. 

 

❖Afectación al derecho de libertad del trabajo y libertad de 

contratación: 

Otro de los aspectos de la iniciativa que parte de una intención 

loable y comprensible es el deseo de promover la participación de 

artistas y deportistas nacionales en espectáculos públicos celebrados 

en el estado, buscando visibilizar el talento mexicano y fortalecer la 

identidad cultural. Este propósito, sin duda, merece reconocimiento, 
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pues demuestra un compromiso por revalorar el trabajo local y 

fomentar el desarrollo artístico y deportivo del país. 

No obstante, se estima ponderar sobre las disposiciones 

contenidas en los artículos 50 y 52, fracción I, de la iniciativa, que 

establecen la obligatoriedad de contar con un mínimo del 50 % o 75 % 

de participantes mexicanos en eventos taurinos, deportivos o 

espectáculos musicales, teatrales, culturales o recreativos. Aunque 

bien intencionada, esta reserva numérica puede vulnerar derechos 

fundamentales, particularmente el derecho a la libertad del trabajo 

(artículo 5º constitucional) y el derecho a la igualdad y no 

discriminación (artículo 1º constitucional). 

En este sentido, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación ya se ha pronunciado en casos análogos. En particular, 

declaró inconstitucional una disposición similar contenida en el artículo 

47 de la ley de espectáculos públicos de la Ciudad de México, que 

exigía un porcentaje mínimo de toreros mexicanos en los carteles 

taurinos3. La Corte determinó que imponer una cuota obligatoria por 

 
3 Tesis 2a. XXII/2020 (10a.), publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 

Libro 79, Octubre de 2020, Tomo I, página 1021, de rubro y texto: “ESPECTÁCULOS PÚBLICOS EN EL 

DISTRITO FEDERAL (AHORA CIUDAD DE MÉXICO). EL ARTÍCULO 47 DE LA LEY QUE REGULA SU 

CELEBRACIÓN EN LA ENTIDAD RESPECTO DE LOS ESPECTÁCULOS TAURINOS, ES VIOLATORIO DEL 

DERECHO A LA LIBERTAD DE TRABAJO. Hechos: Se promovió un juicio de amparo indirecto en contra 

del Decreto por el que se reforma el artículo 47 de la Ley para la Celebración de Espectáculos Públicos 

en el Distrito Federal (ahora Ciudad de México), publicado en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 

12 de junio de 2006, con motivo del primer acto concreto de aplicación, al considerar que se restringe 

la posibilidad de presentar espectáculos taurinos en los que actúen extranjeros en un porcentaje 

mayor al 50% (cincuenta por ciento) de los actuantes que componen el cartel, coartando con ello la 

libertad de trabajo al impedir el libre ejercicio de la actividad comercial. Criterio jurídico: La Segunda 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el artículo 47 de la Ley para la 

Celebración de Espectáculos Públicos en el Distrito Federal (ahora Ciudad de México) reformado, es 

violatorio del artículo 5o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues la exigencia 

impuesta en la integración de los carteles para que actúen el 50% (cincuenta por ciento) de 

mexicanos como mínimo en los festejos que se ofrezcan al público, implica una limitación a la libertad 
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nacionalidad vulnera la libertad de contratación y constituye una 

forma de discriminación basada en el origen nacional, al restringir el 

acceso de trabajadores extranjeros sin una justificación constitucional 

suficiente.4 

 
de trabajo. Justificación: En efecto, bajo la premisa de que cierto tipo de sociedades se constituyen 

con el objeto de organizar, celebrar, gestionar, administrar y operar todo tipo de eventos artísticos, 

taurinos, deportivos, culturales, sociales y de cualquier clase, las que indudablemente buscan obtener 

una ganancia por la realización de sus actividades, lo que conjuntamente con la obtención de los 

permisos y avisos para la realización de los espectáculos que se expiden por autoridades 

competentes, las habilita para llevar a cabo espectáculos que generen interés para las personas que 

suelen asistir, y teniendo en cuenta que sólo puede restringirse su derecho por causa justificada, en la 

medida en que están actuando dentro del marco de legalidad que la Ley para la Celebración de 

Espectáculos Públicos en el Distrito Federal (ahora Ciudad de México) señala, es de concluirse que si 

se cumple con la normatividad aplicable, no hay razón para que en los espectáculos taurinos se 

restrinja la conformación de los carteles, pues en términos de lo previsto en el artículo 5o. de la Norma 

Suprema, la libertad de trabajo sólo puede vedarse por determinación judicial, cuando se ataquen 

los derechos de tercero, o por resolución gubernativa, dictada en los términos que marque la ley, o 

cuando se ofendan los derechos de la sociedad; empero, si la actuación de extranjeros en los 

espectáculos taurinos no encuadra en ninguno de esos supuestos, evidencia que no se permite 

realizar eventos taurinos con la libertad de decidir el número y tipo de actuantes, impidiendo así el 

ejercicio de la actividad comercial para la que fueron constituidas las sociedades.” 

4 Tesis 2a. XXI/2020 (10a.), publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 79, 

Octubre de 2020, Tomo I, página 1019, de rubro y texto siguientes: “ESPECTÁCULOS PÚBLICOS EN EL 

DISTRITO FEDERAL (AHORA CIUDAD DE MÉXICO). EL ARTÍCULO 47 DE LA LEY QUE REGULA SU 

CELEBRACIÓN EN LA ENTIDAD RESPECTO DE LOS ESPECTÁCULOS TAURINOS, ES VIOLATORIO DEL 

DERECHO A LA IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN. Hechos: Se promovió un juicio de amparo indirecto 

en contra del Decreto por el que se reforma el artículo 47 de la Ley para la Celebración de 

Espectáculos Públicos en el Distrito Federal (ahora Ciudad de México), publicado en la Gaceta Oficial 

del Distrito Federal el 12 de junio de 2006, con motivo del primer acto concreto de aplicación, al 

estimar que prevé una injustificada distinción de trato a los espectáculos taurinos, ello al exigir que 

cuando menos el 50% (cincuenta por ciento) de los actuantes sean de nacionalidad mexicana, en 

relación con otro tipo de espectáculos, como son los deportivos referidos en el artículo 41 de esa ley, 

entre otros. Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina 

que el artículo 47 de la Ley para la Celebración de Espectáculos Públicos en el Distrito Federal (ahora 

Ciudad de México) reformado, es violatorio del derecho a la igualdad y no discriminación, previsto 

en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues por razones de 

nacionalidad de quienes integran los carteles, sanciona a aquellas empresas que organizan 

espectáculos taurinos, permitiendo que empresas que gestionan otro tipo de espectáculos 

determinen el número y nacionalidad de los actuantes, sin obligarlos a contemplar un número 

específico de nacionales. Justificación: Lo anterior es así, en razón de que si la propia ley, 

específicamente en el Título Tercero, referente a "Disposiciones aplicables a los diferentes tipos de 

espectáculos públicos", en su Capítulo I, denominado "De los espectáculos deportivos", establece en 

el artículo 41, que en este tipo de espectáculos, en los que participen equipos profesionales de tres 

jugadores o más y que intervengan permanentemente en competencias en el Distrito Federal (ahora 

Ciudad de México), actuarán el número de jugadores extranjeros que señale el reglamento de cada 

asociación deportiva, lo que implica que la ley no limita el número de participantes extranjeros en los 

espectáculos deportivos, como sí lo prevé en tratándose de los taurinos, resulta inconcuso que el 

artículo 47 mencionado no tiene justificación alguna, pues no hay razón que explique por qué para 

los deportes se deja la facultad reglamentaria para establecer lo que convenga a los intereses de los 
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En el caso de los espectáculos musicales o culturales, muchos 

eventos de calidad internacional requieren artistas extranjeros para 

completar su elenco. Si se establece una regla rígida de porcentaje, se 

corre el riesgo de cancelar eventos por razones meramente numéricas, 

afectando no solo a organizadores, sino también al público, a los 

artistas nacionales que sí estén contratados, y al derecho al acceso a 

la cultura. Estas restricciones podrían generar efectos adversos en la 

industria del entretenimiento y una desincentivación a realizar eventos 

de calidad en el Estado. 

Por ello, sería deseable considerar esquemas alternativos de 

impulso al talento nacional, como incentivos fiscales, cláusulas de 

preferencia no obligatorias, o programas estatales de apoyo, en lugar 

de aquellas limitaciones que han sido declaradas inconstitucionales. 

De esta forma, se lograría el objetivo legítimo de fortalecer la 

participación nacional, sin afectar derechos fundamentales ni crear 

barreras regulatorias que afecten el desarrollo de los espectáculos 

públicos en la entidad. 

En cuanto al artículo 41 de la iniciativa, relativo a la figura del 

inspector, si bien la intención de establecer mecanismos de supervisión 

y vigilancia es comprensible y necesaria para garantizar la seguridad y 

legalidad en los espectáculos públicos, debe analizarse si algunas de 

las funciones previstas podrían invadir competencias ya asignadas a 

organismos especializados, particularmente en el ámbito deportivo.  

 
dirigentes, organizadores o comisiones correspondientes, y para los espectáculos taurinos se exige 

que los actuantes extranjeros no pueden rebasar el 50% (cincuenta por ciento) de los participantes. 
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Sería recomendable delimitar con mayor precisión el rol del 

inspector, para evitar tensiones con entidades federales, asociaciones 

civiles u órganos autónomos que ya ejercen funciones de regulación o 

verificación en estos contextos, y tomar en consideración lo 

establecido en la Ley de Cultura Física y Deporte del Estado de 

Guanajuato. 

 

❖ Consideraciones sobre Responsabilidad Civil Objetiva y 

Riesgos de Responsabilidad Patrimonial para la Autoridad 

También se considera un tema relevante de la iniciativa su 

preocupación por la seguridad de las personas asistentes a 

espectáculos públicos y, en particular, por los riesgos derivados de 

actividades de alto impacto, como el uso de juegos mecánicos, 

pirotecnia y otras instalaciones en festividades populares. Es 

especialmente acertado que se proponga la incorporación de seguros 

de responsabilidad civil objetiva como requisito para obtener permisos, 

pues se alinea con estándares modernos de gestión de riesgo y brinda 

certeza jurídica a los usuarios, operadores y autoridades. 

En efecto, la responsabilidad objetiva —como bien señala la 

exposición de motivos— implica que, frente a un riesgo inherente, el 

operador o responsable asume las consecuencias de un daño, sin 

necesidad de probar negligencia. Esta doctrina del riesgo creado ha 

sido reconocida por la doctrina y la jurisprudencia mexicana por lo que 

es una forma eficaz de proteger a las personas frente a actividades 
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peligrosas, y se refuerza al exigir pólizas de seguro válidas y verificables 

como condición para autorizar eventos. En ese sentido, el 

planteamiento de los promoventes resulta oportuno y técnicamente 

justificable. 

 

❖Apología del delito: 

Es necesario reconocer que la preocupación de los legisladores 

por contener expresiones que enaltezcan o promuevan la apología del 

delito responde a una legítima inquietud social. En el contexto actual 

de violencia que atraviesan diversas regiones del país, incluido el 

Estado de Guanajuato, es comprensible que se busquen mecanismos 

legales para impedir que los espectáculos públicos se conviertan en 

plataformas que normalicen o glorifiquen actividades ilícitas. En ese 

sentido, la iniciativa parte de un diagnóstico pertinente y refleja una 

intención genuina por proteger la seguridad, la dignidad de las 

personas y el entorno cultural de las comunidades. 

Más resulta jurídicamente relevante advertir que la figura de la 

apología del delito no se encuentra prevista en el Código Penal del 

Estado de Guanajuato, lo que representa una primera dificultad para 

su aplicación en el ámbito administrativo. Si bien el artículo 208 del 

Código Penal Federal contempla el delito de provocación y apología, 

dicho tipo penal ha sido interpretado de forma muy restrictiva por la 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación5, al considerar que la 

provocación debe ser directa, dolosa y referida a la comisión concreta 

de un delito específico, y no simplemente una expresión ambigua o 

artística. En consecuencia, trasladar este concepto penal a una norma 

administrativa, sin parámetros claros, puede generar un alto grado de 

discrecionalidad por parte de las autoridades municipales. 

Adicionalmente, debe considerarse que la suspensión o veto de 

espectáculos con base en interpretaciones que pueden considerarse 

subjetivas sobre si una canción o puesta en escena hace “apología del 

delito” podría vulnerar los derechos fundamentales a la libertad de 

expresión y creación artística, consagrados en los artículos 6º y 7º de la 

Constitución Federal. Las expresiones culturales, como la música, el 

teatro o el cine, son producto de su contexto histórico y social, y 

frecuentemente abordan temas complejos, incluidas las realidades de 

la violencia, como una forma de crítica o reflexión social. Por tanto, 

cualquier limitación a dichas manifestaciones debe observar los 

principios de legalidad, necesidad y proporcionalidad. 

En este contexto, es de destacarse que ya existen marcos 

normativos que atienden aspectos complementarios a la iniciativa, 

tales como la Ley de Protección Civil, la Ley para la Prevención de la 

 

5 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Registro digital: 236352 Instancia: Primera 

Sala Séptima Época Materias(s): Penal Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 

Volumen 47, Segunda Parte, página 38 Tipo: Aislada PROVOCACION A LA COMISION DE UN 

DELITO (LEGISLACION DEL ESTADO DE PUEBLA). 
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Violencia, la Ley de Bebidas Alcohólicas y ordenamientos en materia 

de bienestar animal. La existencia de estos cuerpos legales sugiere que 

la iniciativa debe enfocarse en establecer mecanismos compatibles y 

coordinados con dichas leyes, evitando duplicidades o 

contradicciones, y privilegiando la formación de criterios objetivos y 

bien delimitados. 

Por todo lo anterior, y en congruencia con nuestro orden 

constitucional, se sugiere respetuosamente valorar una redacción más 

precisa del concepto de apología del delito. De lo contrario, existe el 

riesgo de que medidas bien intencionadas puedan ser percibidas 

como mecanismos de censura previa o restricción indebida de 

derechos, lo cual podría generar litigios innecesarios y tensiones en el 

ejercicio de la administración pública. 

❖Coordinación con el Sistema de Protección Civil y otras 

normativas existentes 

De los aspectos que merecen especial atención en la iniciativa 

es la incorporación de disposiciones vinculadas a Protección Civil. Si 

bien es importante que se busque garantizar la seguridad de los 

asistentes a los espectáculos públicos, es importante recordar que en 

esta materia ya existe un marco normativo consolidado tanto a nivel 

federal como estatal, así como una estructura institucional articulada 

en el Sistema Nacional y Estatal de Protección Civil. Por ello, resulta 

indispensable que la nueva legislación se armonice con las 

disposiciones ya vigentes, evitando duplicidades, contradicciones o 
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interferencias en competencias que podrían dificultar su aplicación 

efectiva. 

En este sentido, se recomienda revisar detalladamente los 

artículos que otorgan facultades específicas a autoridades 

municipales o estatales para verificar condiciones de seguridad o emitir 

sanciones en caso de incumplimiento. Lo anterior, con el objetivo de 

asegurar que tales disposiciones no invadan atribuciones propias del 

sistema de Protección Civil ni desconozcan la técnica y estructura 

operativa de dicha instancia, que ya contempla lineamientos precisos 

en materia de inspecciones, planes de contingencia y medidas de 

prevención. 

Finalmente, se sugiere que todos los artículos cuenten con su 

epígrafe6, ya que por técnica legislativa las leyes en el Estado de 

Guanajuato lo incluyen.  

 

VI. COMENTARIO FINAL:  

Debe reconocerse el esfuerzo legislativo que representa esta 

iniciativa para regular de manera integral la celebración de 

espectáculos públicos en el estado. Es loable que se busque dotar de 

certeza jurídica, transparencia y estándares mínimos de seguridad a 

una actividad con gran impacto económico, social y cultural. 

 

6 Resumen que se coloca al comienzo de cada articulo y de otras particiones de la 

disposición normativa. 
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Además, el hecho de que se proponga desde una perspectiva 

transversal —involucrando temas de derechos humanos, inclusión, 

cultura, protección civil y orden público— muestra una intención 

legítima de fortalecer el marco normativo estatal en una materia de 

interés general. 

 

La anterior opinión la emite el Pleno de este Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Guanajuato, con la intención de aportar 

al trabajo legislativo, proporcionar seguridad jurídica a los particulares 

y a sus derechos humanos, reconocidos por la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, para construir un mejor estado de 

derecho. 

 

 


